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Resumen. Este capítulo analiza de manera comparativa el desarrollo y la aplicación del 
derecho oper Este capítulo examina la interdependencia entre democracia regional y seguridad 
hemisférica en el contexto latinoamericano, con especial énfasis en los procesos de integración 
y de cooperación política y militar. Mediante un análisis documental y crítico, se identifican las 
tensiones entre los discursos democráticos y las realidades securitarias impuestas por amenazas 
como el narcotráfico, la migración forzada y la inestabilidad institucional. El texto sostiene que 
la construcción de una seguridad hemisférica sostenible debe partir de un enfoque multidi-
mensional que priorice la promoción de la democracia, el respeto a los derechos humanos y 
la solución pacífica de controversias. Finalmente, se concluye que los organismos regionales 
deben reforzar sus mecanismos de gobernanza, diálogo y articulación estratégica para enfrentar 
desafíos comunes, sin sacrificar las libertades políticas ni la autodeterminación de los pueblos.
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Introducción 
La seguridad es un tema de gran relevancia para la agenda política interna 
y en el plano internacional, de tal forma que ha sido un referente para desa-
rrollar los diferentes escenarios políticos, económicos y culturales de la 
sociedad. Específicamente, el concepto de seguridad surgió en el período de 
la Guerra Fría como un asunto estatal/nacional, donde la presencia militar 
era indispensable para que el Estado contrarrestara las amenazas a sus ciuda-
danos, intereses y soberanía. Como indica Walter Lipperman (citado por 
Pérez-Gil, 2000), “una nación está segura cuando no tiene que sacrificar sus 
legítimos intereses para evitar la guerra y cuando es capaz, si fuera necesario, 
de mantenerlos a través de la guerra” (p. 209). 

Sin embargo, esta concepción empezó a variar durante la pos-Guerra 
Fría, pues se ha entendido que el Estado no es el único actor en el plano 
internacional, por lo cual en la actualidad debe atenderse a la multiplicidad 
de actores no estatales —por ejemplo las organizaciones interguberna-
mentales, las no gubernamentales y las corporaciones multinacionales— y 
las amenazas a la seguridad. Ahora, como consecuencia de su reconcep-
tualización, la Organización de los Estados Americanos (OEA), a través de 
la Declaración sobre Seguridad en las Américas de octubre de 2003, esta-
bleció nuevos alcances frente a la seguridad y la defensa de los Estados. 
Además de incluir todos los aspectos sociales, políticos, económicos y 
culturales de la región, en ese documento la OEA reconoció en el plano 
internacional el concepto de “seguridad hemisférica”, entendida como 
“aquella que garantiza la libertad, la integridad del Estado, y [que] está 
determinada por la ausencia de amenazas militares y no militares. Es decir, 
la seguridad se dirige a preservar al Estado y la sociedad que lo compone” 
(Lince, 2014, p. 4).

Ahora bien, como se indicó en la Declaración sobre Seguridad en las 
Américas de 2003, las condiciones de seguridad se han transformado a tal 
punto que las amenazas contra los Estados ha adquirido un carácter multi-
dimensional que abarca aspectos económicos, políticos, sociales, de salud y 
ambientales. Lo novedoso, entonces, como expone Armerding (2006), 
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no es su existencia, sino el hecho de que se han transnacionalizado, y han 
asumido una magnitud y un alcance que trascienden las previsiones y pautas 
con que tradicionalmente se enfocan las cuestiones de seguridad interior, 
defensa nacional y seguridad internacional. (p. 3)

Asimismo, Armerding (2006) destaca la reafirmación que hacen los 
países de desarrollar procesos que garanticen la justicia social, la paz y el 
desarrollo integral, de modo que se comprometen a limitar el gasto que 
dedican a armamentos y acciones militares para destinarlos al desarrollo 
económico de los Estados miembros. 

Pese a estas directrices, actualmente se ha retomado el enfoque militar 
que caracterizó a las guerras mundiales y a la Guerra Fría para contrarrestar 
las amenazas de seguridad, de tal forma que la nueva perspectiva en torno 
a la actividad de las Fuerzas Militares es ahora la constante. Como Chillier y 
Freeman (2005) han señalado, surge la “securitización de los problemas de 
la región”, lo cual permite la acción militar para contrarrestar todas la proble-
máticas que se presenten. Ahora bien, esta nueva concepción de “seguridad” 
conlleva la legitimación del uso de las fuerzas militares —y en general el uso 
de la fuerza, contrario a lo dispuesto por la OEA— en todas las esferas del 
territorio con fundamento en la multifuncionalidad otorgada. Como conse-
cuencia, a largo plazo esto se convertiría en un obstáculo para fortalecer la 
democracia regional y las instituciones civiles, pues, desde este enfoque, la 
securitización es el único camino para solucionar las problemáticas de las 
regiones. 

En tal sentido, este capítulo plantea el siguiente interrogante: ¿Cuál es la 
incidencia de la seguridad hemisférica en la consolidación de la democracia 
regional y el fortalecimiento de las instituciones civiles? Para responder esta 
pregunta desde la metodología analítica-descriptiva, se identifica en primer 
lugar el concepto de la seguridad hemisférica, así como su naturaleza y 
características; en segundo lugar, se determina qué relación tiene la segu-
ridad hemisférica y la securitización, y, por último, se analiza la incidencia de 
la seguridad hemisférica en la consolidación de la democracia regional y el 
fortalecimiento de las instituciones civiles a partir del estudio de la seguridad 
humana y el desarrollo humano sostenible.
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El concepto de seguridad hemisférica 
Con la culminación de la Guerra Fría surgió una nueva concepción sobre la 
seguridad de los Estados, pues se reconoció que el enemigo ya no se limita a 
otro Estado, sino que se extiende a amenazas como el narcotráfico, el terro-
rismo, entre otros. Estos fenómenos ya no se analizan desde el plano intraes-
tatal, sino desde el ámbito internacional, y se caracterizan por el “incremento 
de la criminalidad, que presiona por una mayor acción estatal en seguridad 
pública, con recurrencia a fuerzas militares en apoyo a policías insuficientes 
o desbordadas por los hechos delictivos y los diversos tipos de violencia” 
(Alda & Ferreira, 2015, p. 14).

Al finalizar esa etapa de guerras surgieron diversas organizaciones inter-
nacionales. Este es el caso de la Conferencia de Dumbarton Oaks, que fue 
convocada por Estados Unidos, Gran Bretaña, China y la Unión Soviética en 
1944 con el fin de establecer las bases de lo que hoy en día es la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU). Ese mismo año también fue convocada la 
Conferencia Interamericana sobre Problemas de la Guerra y de la Paz, que se 
realizó en Chapultepec, México, con el objetivo de “discutir los problemas 
económicos de la posguerra, debatir sobre el nuevo esquema de seguridad 
que habría de adoptarse a escala hemisférica y a la vez precisar la forma de 
integración del sistema regional con la nueva organización internacional” 
(Kerber, 2004, p. 17)9 Como resultado de la Reunión de Chapultepec, como 
se conoce, se desarrollaron las siguientes resoluciones:

1.	 El Acta de Chapultepec: conocida como la Declaración sobre 
Asistencia Mutua y Solidaridad Americana, fue firmada el 3 de 
marzo de 1945. Específicamente, estableció las reglas frente a las 

9	  Entre los documentos relacionados con la agresión de los Estados se encuentra 
la Séptima Conferencia Panamericana (Montevideo, 1933). Al firmarse la Convención sobre 
Derechos y Deberes de los Estados, se había estipulado que “ningún Estado tiene derecho de 
intervenir en los asuntos internos o externos de otro”. Asimismo, en el Protocolo Adicional 
Relativo a la no Intervención, firmado durante la Conferencia Interamericana de Consolidación 
de la Paz (Buenos Aires, 1936), se declaró como “inadmisible la intervención de cualesquiera 
de las Repúblicas Americanas, ya fuera en forma directa o indirecta y por cualquier motivo, en 
los asuntos internos o externos de las demás”. Por lo tanto, no había sido prohibida específi-
camente la intervención colectiva, ya que había sido reemplazada la acción unilateral por la 
responsabilidad colectiva (Kerber, 2004, p. 17).
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agresiones “extracontinentales o no”, la condena frente a la inter-
vención de un Estado en los asuntos internos de otro, la proscrip-
ción de que un atentado contra la integralidad del territorio o su 
soberanía sea considerado como un atentado a todos los estados 
americanos (OEA).

2.	 La Declaración de México: firmada durante la Conferencia 
Interamericana sobre Problemas de la Guerra y de la Paz, esta-
blece las siguientes directrices: la primacía del derecho inter-
nacional como fuente de conducta de los Estados; la igualdad 
jurídica de los Estados; el reconocimiento de la libertad y la sobe-
ranía de sus miembros; la inviolabilidad de la integralidad de los 
territorios, y el compromiso de solucionar de forma pacífica los 
conflictos. Además, se dejó constancia de que “la agresión de 
un Estado Americano constituye una agresión a todos los Estados 
Americanos” (N.7), lo cual constituye un compromiso con la paz 
(OEA).

3.	 La Resolución XXX, referente a la forma como deberían modifi-
carse las propuestas de Dumbarton Oaks10: como señala Rosenthal 
(1995), en este documento “las naciones latinoamericanas decla-
raron que las propuestas de Dumbarton Oaks constituían ‘una 
base y un valioso aporte para establecer la Organización General’, 
pero solicitaron que la Conferencia Mundial tomara en cuenta sus 
opiniones” (p. 18). Asimismo, se indicó la necesidad de desarrollar 
acuerdos regionales con el fin de promover la seguridad nacional 
y conservar la paz.

10	  Como lo indica Kerber (2004), “el criterio prevaleciente en materia de segu-
ridad hemisférica pretendía establecer acuerdos regionales, que permitieran cerrar el área 
de influencia de los Estados Unidos a una posible injerencia de la Unión Soviética” (p. 18). 
Consideración que originó en la conformación de instituciones de carácter militar y estratégico 
como el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) firmado en Río de Janeiro en 
1947 y el Colegio Interamericano de Defensa en 1963. Pese a estos esfuerzos, las experiencias 
a partir del TIAR no fueron positivas y, al desaparecer la figura del enemigo, se consideró perti-
nente reconsiderar las directrices que hasta el momento se tenía de seguridad estatal.
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Posteriormente, en la Declaración de Bridgetown: Enfoque Multidimen- 
sional de la Seguridad Hemisférica del año 2002, los países miembros de la 
OEA establecieron que “deben tratar de fortalecer y, cuando corresponda, 
desarrollar mecanismos apropiados y pertinentes para profundizar la coope-
ración y coordinación a fin de abordar de manera más focalizada las nuevas 
amenazas, preocupaciones y otros desafíos multidimensionales a la seguridad 
hemisférica” (OEA, 2002, párr. 16). Este tema fue retomado en la Declaración 
sobre Seguridad de las Américas11 de 2003, donde se reformuló el concepto 
de seguridad en los siguientes términos:

Nuestra nueva concepción de la seguridad en el Hemisferio es de alcance 
multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, 
preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, 
incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de 
la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores demo-
cráticos, el respeto, la promoción y la defensa de los Derechos Humanos, la 
solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional. (OEA, 2003)

Igualmente, se indicó que este concepto debía proyectarse hacia nuevos 
fenómenos, como: el terrorismo, la delincuencia organizada transnacional, el 
narcotráfico, la corrupción, el lavado de activos, el tráfico ilícito de armas, la 
pobreza extrema y la exclusión social de amplios sectores de la población, 
que también afectan la estabilidad y la democracia; los desastres naturales y 
los de origen humano, el VIH/SIDA y otras enfermedades, otros riesgos a la 
salud y el deterioro del medioambiente; la trata de personas; los ataques a la 
seguridad cibernética; la posibilidad de que surja un daño en el caso de un 
accidente o incidente durante el transporte marítimo de materiales poten-
cialmente peligrosos, incluidos el petróleo, material radiactivo y desechos 

11	  En la Declaración sobre Seguridad en las Américas, las amenazas siguen el siguiente 
orden: 1. Amenazas “duras” a la seguridad: terrorismo, delincuencia organizada trasnacional, 
narcotráfico, corrupción, lavado de dinero, tráfico ilícito de armas; 2. Amenazas de origen social 
con impacto en la seguridad: la pobreza; 3. Amenazas provenientes de la naturaleza y la salud: 
desastres naturales, deterioro del medioambiente y Sida; 4. Amenazas contra la integridad de 
las personas, originadas por causas sociales, pero realizadas por grupos de crimen organizado: 
la trata de personas; 5. Amenazas on line: delitos cibernéticos; 6. Amenazas provenientes del 
transporte de productos peligrosos, desechos tóxicos, petróleo y material radioactivo; 7. La 
amenaza por la posible posesión de armas de destrucción masiva por personas o grupos terro-
ristas que puedan actuar en el hemisferio (Benítez, 2004, p. 55).
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tóxicos; y la posibilidad del acceso, posesión y uso de armas de destrucción 
en masa y sus medios vectores por terroristas (OEA, 2003, p. 106).

Asimismo, se ratificó que la seguridad es un compromiso de todos los 
Estados, que deben permitir la consolidación de la paz, la justicia social y 
el desarrollo integral a través de la buena gestión gubernamental, en la cual 
debe existir pleno respeto de las garantías y las libertades fundamentales. 
En tal sentido, el literal f de esta declaración señaló que “la justicia social 
y el desarrollo humano son necesarios para la estabilidad de cada Estado 
del Hemisferio”, lo cual se fortalece a través de las relaciones de amistad y 
cooperación entre los Estados. 

El principal cambio frente a la seguridad es que los problemas que 
la afectan se transnacionalizan, es decir, dejan de ser interestatales, en el 
entendido de que existen situaciones que impactan simultáneamente a varios 
Estados y que sobrepasan fronteras nacionales. Este hecho lleva a reconocer 
actores y agentes que no son parte de los gobiernos y Estados, pero que 
representan una amenaza a sus intereses y, por lo tanto, resulta necesario 
establecer nuevas formas de afrontarlos desde el marco de la cooperación 
internacional, lo cual da lugar a la denominada “seguridad hemisférica”.

Esta nueva concepción, asociada a la “defensa colectiva”, fue definida 
por el gobierno de los Estados Unidos a través del Departamento de Estado, 
al afirmar que las problemáticas que se presentan en cada país deben ser 
abordadas desde el enfoque regional y no de cada Estado individualmente, 
ya que problemas como la seguridad en las vías, la comunicación marítima, 
el narcotráfico, el terrorismo, entre otros, deben ser afrontados por el grupo 
de Estados al que afectan12. En tal sentido, combatir el terrorismo se convirtió 
en una prioridad para los Estados Unidos a partir de septiembre de 2001, para 

12	  “El concepto de defensa hemisférica está basado en un enfoque regional, más que 
en un enfoque país por país. Por ejemplo, los problemas de seguridad de las vías de comuni-
cación marítima están divididos en las áreas del Atlántico del Sur, Pacífico del Sur, Caribe y del 
Occidente Mexicano, y deben ser responsabilidad conjunta de las naciones cercanas a esas 
áreas. Lo mismo, si bien la seguridad de la fuente de estaño corresponde a Bolivia, el tránsito 
de éste hasta Estados Unidos es responsabilidad compartida por al menos media docena de 
Estados” (United States Department of State, 1950, p. 634).
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lo cual implementaron una serie de estrategias asociadas a la Doctrina de 
Seguridad Nacional13 para proteger su territorio.

Actualmente, la seguridad hemisférica es una cuestión de “pesos y 
contrapesos” (Benítez-Manaut, 2004, p. 16), pues involucra la influencia que 
cada país ejerce o busca ejercer sobre los demás. En este escenario, países 
como Estados Unidos es el único que proyecta una dimensión hemisférica, 
mientras que los otros se proyectan hacia sus regiones a través de organiza-
ciones como el Sistema de Integración Centroamericana, Mercosur, Nafta, el 
Pacto Andino, entre otros. 

Aunque esta implementación significó actualizar un régimen de segu-
ridad que se había desarrollado con las disposiciones de la Guerra Fría, lo 
cual permitió responder a las necesidades de la región, en otros sectores 
significó aceptar la idea de que no es posible establecer una agenda común 
de seguridad. Sin embargo, como sostienen Chillier y Freeman (2005), 

ante el contexto actual de la región y el concepto de terrorismo promovido 
por EE.UU, la implementación de este nuevo concepto multidimensional 
constituye un riesgo de que aumente la securitización de los problemas de la 
región y, por consiguiente, la militarización como una respuesta para confron-
tarlos. (p. 12)

En tal sentido, la necesidad de preservar un orden constitucional 
seguro llevó a que se asignaran nuevas funciones a los grupos militares. 
Específicamente, como consecuencia de la “esencial incapacidad y falta de 
patriotismo de las élites civiles para conducir estas naciones y la falta de prepa-
ración de sus pueblos para la vida democrática, se proporcionó la excusa y 
la justificación moral para la transformación permanente del soldado en polí-
tico” (Tapia, 1980, p. 61), elemento que en la actualidad define las políticas 
de seguridad asociadas a América del Sur.

13	  La seguridad nacional, como indica Leal (2003), se consolidó como categoría política 
durante la Guerra Fría, especialmente en las zonas de influencia de Estados Unidos. Después 
de la Segunda Guerra Mundial, este país rescató el uso político que la palabra seguridad ha 
tenido desde la antigüedad, para elaborar el concepto de “Estado de seguridad nacional”. Este 
concepto se utilizó para designar la defensa militar y la seguridad interna frente a las amenazas 
de revolución, la inestabilidad del capitalismo y la capacidad destructora de los armamentos 
nucleares (p. 74).

http://EE.UU


Gina Yuleisi Guerrero Vallejo y Edmer Leandro López Peña248 |

Securitización de la política regional en Colombia 
Como consecuencia de la perspectiva multifuncional del concepto de segu-
ridad y de la reacción a esquemas tradicionales de índole realista y construc-
tivista, surge el concepto de securitización, entendido como los “procesos 
por medio de los cuales un asunto se construye como problema de segu-
ridad” ((Muñoz Tejada, 2018, p. 24). Aunque no existe un consenso para 
definirlo, autores como McDonald (2008) señalan que la securitización se 
puede concebir como un proceso en el cual se declara un asunto como 
amenaza frente a un objeto específico, y si existe un consenso, se acepta que 
se usen medidas excepcionales y que se suspendan las medidas normales 
para contrarrestar sus efectos negativos14. Desde esta perspectiva, las fuerzas 
militares se han reconocido como un factor importante, pues actualmente 
son el actor principal de las políticas para afrontar los efectos de prácticas 
como el narcotráfico, el terrorismo y la violencia generalizada.

Por su parte, autores como Waever y Barru-Buzan (citados por Treviño, 
2016) señalan que lo importante es estudiar este concepto a través de dos 
enfoques:

a. El proceso a través del cual ciertos actores, como la prensa o el Poder 
Ejecutivo, presentan ante el público la existencia de supuestas amenazas 
(militares o no militares) como un pretexto para desplegar ciertas medidas de 
emergencia; y b. los resultados de dicho proceso: por ejemplo, un incremento 
en el número de policías, mayores recursos, más armamento. (p. 260)

En el caso colombiano, la securitización implicó una nueva concepción 
frente a la transición de la noción de conflicto, ya no como un fenómeno 
interno, sino como un conflicto regional sometido a la percepción de la segu-
ridad regional. Como indica el análisis de Bonilla (2004), se 

puede aún intentar evaluar si este movimiento fue bien realizado, así como 
las consecuencias que ha tenido sobre las percepciones de amenazas de los 

14	  “More specifically, securitization may be defined as a process in which an actor 
declares a particular issue, dynamic or actor to be an ‘existential threat’ to a particular referent 
object. If accepted as such by a relevant audience, this enables the suspension of normal politics 
and the use of emergency measures in responding to that perceived crisis” (McDonald, 2008, 
p. 59).
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otros actores. En resumen, las cadenas de acciones y reacciones producidas 
configuran un complejo de securitización. (p. 49)

Sin embargo, esta proyección del status de amenaza a todas las situa-
ciones que puedan afectar la seguridad implica que se justifiquen acciones 
de fuerza ante un sinnúmero de amenazas que, en muchas ocasiones, solo 
dependían del contexto interno. En tal sentido, la Escuela de Copenhague 
señala que el concepto de seguridad desplaza el ámbito de la política, “al 
enmarcar, identificar o definir un asunto como amenaza y, por lo tanto, como 
una cuestión ‘especial’ que se sitúa fuera o más allá del juego político ordi-
nario y que por ello requiere medidas excepcionales” (Verdes, 2015, p. 116). 

Dichas medidas excepcionales, configuran un nuevo paradigma en 
el desarrollo de las agendas regionales de los países Latinoamericanos y 
Colombia no es la excepción, pues en la actualidad se vislumbra como un 
papel activo en las decisiones estatales, donde si bien permite la reacción 
inmediata frente a fenómenos perjudiciales para la sociedad, también implica 
un actuar descontrolado de acciones estatales y militares que son justificadas 
desde el punto de vista de la securitización pero que alejan al ciudadano de 
la toma de decisiones frente a estos fenómenos. 

Así pues, la securitización deja ver una serie de consecuencias en dife-
rentes sectores —narcotráfico, terrorismo, defensa y seguridad democrática, 
etc.—, como son el aspecto militar en lo relacionado con la intervención 
de las fuerzas armadas [A1] en problemas de orden público, agenda de 
seguridad, respuesta ante conflictos y la pérdida de legitimación de institu-
ciones civiles. Así mismo, en ocasiones promueve la inestabilidad política 
y social, ya que las estrategias militares se ponen en primer orden y relegan 
las demandas sociales para resolver primero cuestiones internacionales, por 
encima de aquellas de índole interno. En palabras de Yepes (2003; citando 
a Malamud), “la securitización de una agenda diluye la distinción entre la 
defensa nacional, una misión tradicionalmente encomendada a las fuerzas 
armadas, y la seguridad pública a cargo de la policía, lo que también recibiría 
el nombre de seguridad pública” (p. 380)

A continuación, se abordan las principales problemáticas de seguridad 
que se han enfrentado a la securitización en la región.
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Narcotráfico y securitización 
El narcotráfico es un fenómeno que ha estado presente de forma permanente 
en la agenda de la seguridad colombiana, ya que distorsiona la realidad 
económica y política del país, además de que genera olas de violencia gene-
ralizada y corrupción, entre otros efectos. Sin embargo, el narcotráfico no 
solo ha estado presente en el ámbito nacional, sino que también ha transgre-
dido fronteras y se ha convertido en un problema regional, de manera que las 
diferentes organizaciones internaciones han intentado solucionarlo a través 
de acuerdos bilaterales o unilaterales. 

Debido a esto, los países que se han visto afectados por esta práctica 
han determinado realizar acuerdos de cooperación, los cuales implican el 
reconocimiento de estrategias comunes para contrarrestar la realización de 
esta actividad en sus territorios. En el caso de Colombia, en el año 2000 firmó 
un tratado de cooperación internacional con los Estados Unidos conocido 
como el Plan Colombia, que estaba dirigido a combatir y erradicar el cultivo 
y tráfico de sustancias psicoactivas. Específicamente, el acuerdo tuvo como 
principales benefactores a la Unión Europea y los Estados Unidos, lo cual 
implicó el mayor proceso de equipamiento en contra del narcotráfico en el 
siglo XX.

Debido a que la implementación de este plan conllevó el reconoci-
miento de las Fuerzas Militares como un actor represivo clave para combatir 
los carteles del narcotráfico, se les adjudicó un alto porcentaje de presupuesto 
—como se realizaba en la Doctrina de Seguridad Nacional— y se permitió 
su intervención en el control sobre los cultivos ilícitos. Sin embargo, esto no 
obtuvo el efecto deseado, pues no logró combatir el narcotráfico, que aún 
persiste. 

Ahora bien, con la seguridad hemisférica se ha abierto el debate frente 
a la participación de las Fuerzas Militares en la lucha contra el narcotráfico 
y sus límites para reprimir este delito. Como señala Garzón (2004), en el 
caso “de los países del área andina, este rol parece normal, sin embargo en 
algunos países del Cono Sur ha habido más cautela, pues las autoridades 
han asumido que las Fuerzas Armadas deben asistir, mas no involucrarse de 
manera directa” (p. 11).
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Sin embargo, aunque los avances para contrarrestar los efectos del 
narcotráfico han sido de gran relevancia en Colombia, también es cierto que 
se ha obligado a que los traficantes traspasen las fronteras hacia otros países. 
Esto implica que, si bien las estrategias de securitización hasta el momento 
han funcionado de forma parcial, no solo se requiere de la cooperación tras-
fronteriza —a partir de acuerdos unilaterales y bilaterales— para erradicar 
esta problemática, sino que también se debe reconocer la participación de 
actores privados, de la sociedad civil y el gobierno.

Políticas contra el terrorismo 
El terrorismo ha estado presente en la agenda de seguridad internacional, 
como sucede en el caso de Colombia y en varios países latinoamericanos, 
ya que los fenómenos de violencia generalizada han sido permanentes en la 
región. En tal sentido, los Estados de Latinoamérica han establecido acuerdos 
de cooperación para reducir los efectos de este fenómeno, entre los cuales se 
encuentra la Convención Interamericana en contra del Terrorismo adoptada 
en el año 2003. 

Específicamente, el terrorismo se ha definido como una 

estrategia política ampliamente recurrente, pero imprecisamente delimitada. La 
estrategia consiste en el despliegue de amenazas y violencia asimétrica en contra 
de enemigos, usando métodos que quedan afuera de las formas de debate polí-
tico que operan rutinariamente dentro de un régimen. (Tilly, 2004, p. 5). 

Por su parte, Deutch (1997) ha señalado que son “actos de violencia 
cometidos en contra de personas inocentes o no combatientes con el propó-
sito de lograr fines políticos a través del miedo y la intimidación” (p. 12).

Como se ha señalado en los apartados anteriores, la securitización ha 
sido una de las estrategias que se han implementado para abordar los dife-
rentes escenarios que han sufrido las consecuencias de los ataques terroristas 
desde la implementación de políticas asimétricas de poder en contra de 
enemigos, entre los cuales se encuentran la intervención de Fuerzas Militares 
en el campo civil, los campos de refugiados y la intervención en políticas 
internas de los países. Si bien el despliegue de las Fuerzas Militares para 
combatir los efectos del terrorismo contribuyó a reducir el miedo que estos 
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hechos producían en la sociedad, lo cierto es que también generó situaciones 
de tensión y estigmatización en la ciudadanía, las cuales agravaban la situa-
ción, marginaban a la población y afectaban las estrategias de cooperación, 
pues a largo plazo se justificaban políticas excepcionales por fuera de estas 
acciones. 

Si bien la cooperación ha sido fundamental para establecer estrategias 
que contrarresten el terrorismo, estas han implicado una expansión militar 
considerable en la región. Así se evidencia no solo en el desarrollo de las 
actividades del FBI, la DEA y la CIA en el territorio colombiano, sino también 
en la intervención extranjera a través de bases militares. Esta circunstancia 
vulnera principios como la soberanía y distorsiona el concepto de seguridad, 
lo cual permite que se tomen medidas excepcionales que pueden exceder el 
marco de los derechos fundamentales.

La política de defensa y seguridad democrática 
El mantenimiento de la soberanía y la seguridad estatal ha sido una de las 
preocupaciones de la agenda política de los países, principalmente debido a 
las trasformaciones que han surgido por la globalización y la transnacionali-
zación de prácticas como el terrorismo y el narcotráfico, las cuales han desle-
gitimado las instituciones sociales y políticas. Sin embargo, se debe señalar 
que las estrategias implementadas a partir de la concepción de seguridad 
hemisférica no superan los criterios pregonados en la Guerra Fría, ya que el 
militarismo sigue siendo el protagonista de la seguridad nacional, al punto 
que se convierte en su marco de referencia.

Ahora bien, desde el punto de la gobernabilidad, los Estados deben 
implementar políticas que solucionen las necesidades que la sociedad tiene 
para hacer frente a las nuevas amenazas que surgen contra los Estados. En 
tal sentido, las nuevas amenazas tienen un carácter “global, heterogéneo, 
no centralizado y disperso, fuera del control de las autoridades del Estado-
nación y no cabe hacer frente a tales desafíos mediante el uso de la fuerza 
militar” (Sfrégola, 2008, p. 13). Lo anterior, por cuanto se ha evidenciado que 
de nada sirve destinar millonarios recursos para fortalecer las fuerzas militares 
y policiales si no se ataca de raíz el origen de las problemáticas que dan lugar 
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a la inseguridad, como es el caso de la pobreza, la marginación, la falta de 
educación, entre otras.

Este escenario deja claro que los Estados tienen la responsabilidad de 
“defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y 
asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo” (Constitución 
Política de Colombia, 1991, art. 2). Por esta razón, se ha entendido la política 
de defensa como las estrategias que aplican los Estados para prevenir o erra-
dicar amenazas o actos de agresión a sus ciudadanos y su soberanía. 

Así pues, a raíz del nuevo enfoque multidimensional, la Unión de 
Naciones Suramericanas (Unasur) también reconoció en su tratado consti-
tutivo que debía existir cooperación para fortalecer la seguridad ciudadana 
(art. 4, lit. t) y cooperación sectaria como mecanismo para profundizar la 
integración suramericana, para lo cual propone el intercambio de informa-
ción, experiencias y capacitación (art. 4, lit. u). Claro ejemplo de ello son 
los acuerdos que se han realizado entre países para reducir los efectos de las 
amenazas de seguridad.

Todo esto, sin embargo, ha hecho que se confundan las nociones de 
seguridad nacional, defensa y seguridad ciudadana, las cuales conviene 
precisar. Específicamente, el concepto de seguridad hace referencia al uso 
adecuado de mecanismos para garantizar el bienestar social, mientras que 
el término defensa se circunscribe a la protección de las amenazas violentas 
y el de seguridad ciudadana implica el reconocimiento de medios armados 
o militares para repeler una agresión. Por lo anterior, se ha entendido que se 
pueden militarizar todos los aspectos de la sociedad y generar consecuencias 
negativas, como afirma Krujit (citado por Garzón, 2004):

La intromisión militar en tareas policiales llevaría a una renovada estigmati-
zación de las Fuerzas Armadas como instrumento represivo; envolver a los 
militares en tareas relacionadas con la lucha contra el narcotráfico llevaría 
consigo el riesgo de corrupción institucional; poner énfasis exagerado en la 
acción militar para actividades de desarrollo local o la protección del medio 
ambiente de ninguna manera contribuye al gasto público en armamento y 
equipo, o en entrenamiento especializado. Las únicas misiones tanto pres-
tigiosas y aceptables para profesionales militares parecen ubicadas en el 
ambiente de operaciones de paz y de monitoreo de conflictos resueltos. (p. 44)
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Es así que el exceso de actividad militar en los Estados, a pesar de que 
puede significar seguridad, también puede generar inseguridad en otras 
áreas, como es el caso de la economía o la emergencia alimentaria, y que 
los ciudadanos se sientan inseguros frente a aspectos como la pobreza, las 
enfermedades y la violencia generalizada a nivel interno. En pocas palabras, 
no puede perderse de vista que la prevención de focos de inseguridad como 
el narcotráfico, el terrorismo y las amenazas contra la seguridad democrática 
no puede dejar de lado aspectos como la economía, la inseguridad alimen-
taria, etc. Como se ha visto, la avanzada militar sería ineficaz porque estos 
factores inciden en que la población realice estas prácticas para satisfacer las 
necesidades básicas que el Estado no ha podido satisfacer.

Por tal razón, la intervención militar no se puede concebir como la única 
alternativa para brindar seguridad a los territorios, pues esto sería afirmar que 
las Fuerzas Militares deben ser responsables de la búsqueda de la seguridad 
global y de las personas. Esto es contrario a las responsabilidades del Estado, 
que es el encargado de generar políticas efectivas de seguridad a la pobla-
ción, las cuales deben estar encaminadas a defender y proteger los derechos 
y las garantías fundamentales.

Este panorama evidencia que se han dejado de lado las directrices 
emitidas por la Declaración sobre Seguridad de las Américas, según las cuales 
la tarea principal consiste en obtener la justicia social y el desarrollo humano. 
Efectivamente, estas directrices se han sustituido por parámetros propios de 
las guerras mundiales, como incrementar la militarización como recurso para 
solucionar las diferentes amenazas estatales. En tal sentido, se ha convertido a 
las Fuerzas Militares en un actor político que se articula a las políticas de cada 
Estado para contrarrestar las amenazas y los focos de inseguridad. 

La seguridad humana: el camino hacia                     
la desecuritización regional 
La aplicación de la seguridad hemisférica, como estrategia que responde a las 
necesidades de los países latinoamericanos, enfrenta varios retos porque sus 
consecuencias a largo plazo afectan la democracia, las instituciones civiles y 
la soberanía de los territorios. Específicamente, esto se debe a que la seguridad 
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hemisférica ha unificado conceptos que divergen en su aplicación, lo cual ha 
generado pérdida de confianza de los ciudadanos y de los mismos países. 

Ahora bien, la seguridad ya no debe enfocarse solo desde la perspec-
tiva militar, como se ha entendido en la actualidad, sino que además debe 
adquirir tintes humanos —conforme lo dispuesto en la Declaración sobre 
Seguridad en las Américas15— que promuevan el bienestar de la sociedad. 
En tal sentido, es necesario identificar alternativas que permitan disminuir 
los efectos de la seguridad hemisférica, para lo cual es clave fortalecer la 
gobernabilidad democrática, la seguridad humana, la seguridad regional y 
nacional, de tal manera que se alcance la estabilidad y el desarrollo humano. 

Desde esa perspectiva, la seguridad humana se entiende “como un 
concepto más amplio y positivo, que prioriza la necesidad de los indivi-
duos de vivir en paz y de contar con los medios económicos, políticos y 
ambientales para una existencia digna” (Jaef, 2016, p. 16), lo cual implica 
desligar el concepto de seguridad de la securitización y la avanzada militar. 
Sin embargo, se debe tener en cuenta que “el concepto de seguridad humana 
no reemplaza, ni subestima las condiciones clásicas de la seguridad, sino que 
las complementa de cara a una mejor adaptación a los procesos de la globa-
lización” (Rojas-Aravena, 2012, p. 16). Como menciona Jaef (2010, citando 
a Rojas Aravena), 

según la Comisión de Seguridad Humana, esta significa garantizar las liber-
tades vitales; proteger a las personas expuestas a amenazas y a ciertas situa-
ciones peligrosas, robusteciendo su fortaleza y aspiraciones; implica también 
crear sistemas que les faciliten los elementos básicos de supervivencia, 
dignidad y medios de vida. La seguridad humana conecta diferentes tipos 
de libertades: frente a las privaciones y al miedo, y libertad para actuar en 
nombre propio. A tal fin se ofrecen dos estrategias generales: protección y 
realización del potencial. La protección aísla a las personas de los peligros. La 
potenciación les permite realizar su potencial y participar plenamente en la 
toma de decisiones. (p. 6)

15	  La declaración sobre Seguridad de las Américas establece, en su literal e, que “las 
condiciones de seguridad humana mejoran mediante el pleno respeto de la dignidad humana, 
los Derechos Humanos y las libertades fundamentales de las personas, así como mediante la 
promoción del desarrollo económico y social, la inclusión social, la educación y la lucha contra 
la pobreza, las enfermedades y el hambre” (OEA, 2003).
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Este modelo de seguridad se desarrolla a partir de las necesidades 
humanas, más que en las necesidades del Estado, pues entiende que, en el 
plano regional, nacional o internacional, el desarrollo individual y comuni-
tario es fundamental para proyectar el bienestar social, de tal manera que se 
fomente la participación de los ciudadanos en las diferentes esferas políticas. 
Esto implica que las políticas también deben enfocar la prevención, no solo 
la protección, así como eliminar el asistencialismo para que las personas se 
puedan valer por sí mismas. En definitiva, “la seguridad humana no es una 
preocupación por las armas, por la defensa del Estado o por la protección 
de las fronteras políticas; es, mejor dicho, una preocupación por la vida y la 
dignidad de las personas” (Zavaleta, 2014, p.270). 

Así, la seguridad humana puede entenderse a partir de los componentes 
e indicadores que estableció el Informe sobre Desarrollo Humano (Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD], 1994):

1.	 Seguridad alimentaria: se evidencia en el acceso a alimentos, 
calidad de alimentos, índice de desnutrición y malnutrición, 
índice de alimentos per cápita, nivel de dependencia respecto a la 
importación y exportación de alimentos, oferta diaria de calorías, 
proporción entre alimentos y población, etc. 

2.	 Seguridad en salud: acceso a servicios de salud, gasto per cápita 
en salud, gasto público y privado en salud, índice de esperanza 
de vida, números de personal médico capacitado en función del 
número de habitantes, población con acceso a fuentes de agua 
potable, porcentaje de la población inmunizada, porcentaje de 
niños menores de cinco años con peso inferior al normal, etc.

3.	 Seguridad económica: exportaciones e importaciones, índice de 
pobreza humana, número de empleos respecto a la población 
económicamente activa, paridad del poder adquisitivo (PPA), 
paridad o disparidad en los niveles de ingreso, etc.

4.	 Seguridad personal: violencia, delincuencia, delitos de lesa huma-
nidad, uso de estupefacientes, violencia doméstica y discrimina-
ción de género.

5.	 Seguridad comunitaria: conflictos étnicos y sociales, exclusión, 
discriminación social, desplazamiento y refugiados. 
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6.	 Seguridad política: gasto militar en función del gasto en salud, 
educación, entre otros; número de fuerzas armadas y respeto o 
violación de Derechos Humanos. 

7.	 Seguridad ambiental: uso adecuado de recursos naturales, preven-
ción para el cambio climático, deforestación, desertificación, 
disponibilidad de agua, etc.

Posteriormente, la Comisión sobre Seguridad Humana publicó en el año 
2003 un informe con las principales tareas que los Estados deben realizar 
para implementar de forma efectiva la seguridad humana:

1. Proteger a las personas inmersas en conflictos violentos. 2. Proteger a las 
personas de la proliferación de armas. 3. Dar apoyo a la seguridad humana 
de las personas activas. 4. Establecer fondos de transición para la seguridad 
humana en situaciones de posconflicto. 5. Promover el comercio justo y los 
mercados con el fin de beneficiar a las personas en situación de extrema 
pobreza. 6. Proveer los estándares mínimos de vida en todas partes. 7. 
Acordar una alta prioridad al acceso universal de los servicios básicos de 
salud. 8. Desarrollar un sistema eficiente e igualitario de derechos de patentes. 
9. Empoderar a todas las personas a través de la educación básica universal 
mediante mayores esfuerzos en los ámbitos nacional e internacional. 10. 
Clarificar la necesidad de una identidad humana global al mismo tiempo 
que se respeta la libertad de los individuos de tener identidades y afiliaciones 
diversas. (ONU, 2003, p. 133)

En síntesis, la seguridad humana16 se enfoca en proveer estándares de 
vida mínimos en todos los países a través de acuerdos unilaterales o bila-
terales, lo cual implica una menor intervención de las Fuerzas Militares 
respecto a cómo se ha estado realizando, de tal manera que el uso de la 
fuerza se orienta principalmente en repeler las amenazas de seguridad. En 
tal sentido, la seguridad humana se convierte en un fenómeno de desecuriti-
zación de los problemas asociados a la seguridad estatal, lo cual permite no 

16	  Como sostiene Ariza (2010), “el concepto de seguridad humana nace ligado al 
concepto de desarrollo humano, por lo cual su existencia depende de la garantía de situa-
ciones que envuelven la vida cotidiana de la sociedad, como la satisfacción de las necesidades 
esenciales, que garanticen el adecuado desarrollo del individuo dentro de la sociedad. Por 
consiguiente, la seguridad humana y el desarrollo humano presentan una relación interdepen-
diente, donde la aplicabilidad de esta seguridad depende del cumplimiento de los parámetros 
establecidos por el PNUD para alcanzar el desarrollo” (p. 41).
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solo crear nexos fuertes entre la seguridad global, nacional y de las personas, 
sino también evitar los efectos adversos que tiene la avanzada militar en la 
soberanía de los Estados y la deslegitimación de las instituciones civiles. Es 
decir, se cambia la visión estado-céntrica y armamentista por una perspectiva 
asociada al desarrollo humano, en búsqueda del bienestar social sostenible.

Además, como indican Galindo y Ramírez (1994), es indispensable 
implementar los siguientes factores para consolidar un nuevo modelo de 
seguridad hemisférica que aumente los niveles de confianza de los Estados 
en la región:

a. Valores e intereses compartidos. b. Identificación de situaciones que atenten 
contra los valores compartidos y diseño de mecanismos de prevención y reac-
ción adecuados, c. Acuerdos necesarios sobre medidas de acción colectiva 
tendientes a prevenir y neutralizar las acciones de riesgo. (p. 21)

Entonces, la desecuritización orientada al desarrollo humano genera un 
escenario práctico para enfrentar desafíos concretos, principalmente debido 
a dos factores: por una parte, reconoce un conjunto de libertades que son 
fundamentales para el ejercicio de los derechos fundamentales que permiten 
proteger las dignidad de las personas y, por otra, permite que se legitimen las 
medidas adoptadas por los gobiernos y otras instituciones. 

De igual forma, cabe resaltar la definición de seguridad humana que 
propuso la Comisión Sobre Seguridad Humana con el fin de establecer respon-
sabilidades en el escenario internacional. En particular, la entidad afirma que 
la seguridad humana se debe entender desde dos enfoques: en primer lugar, 
el respeto por la soberanía externa que se ha pregonado durante años y, en 
segundo lugar, la obligación que tienen los Estados de respetar la dignidad 
humana y los derechos y garantías fundamentales de los ciudadanos. 

Alternativa a la seguridad hemisférica:  
resurgimiento del desarrollo humano
La propuesta realizada en la Declaración sobre Seguridad de las Américas 
constituyó un gran avance en materia de seguridad para los Estados, ya que 
se identificaron los focos de inseguridad comunes en los Estados y, a partir de 
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esto, se generó la posibilidad de crear escenarios de cooperación para contra-
rrestar sus efectos. Sin embargo, se ha dejado de lado lo estipulado por las 
Naciones Unidas y se han retomado viejos conceptos que eran propios del 
período de guerra, donde la represión se hacía a partir de la avanzada militar. 
Como se ha señalado, esta tendencia es contraria a los compromisos que ha 
establecido la OEA respecto al reconocimiento de la seguridad humana y el 
desarrollo sostenible como ejes articuladores de la paz y la justicia social. 

Ahora bien, el enfoque de securitización que ha implementado la segu-
ridad hemisférica no ha cumplido las metas que se han planteado. Más allá de 
eso, al desvirtuar el papel de las fuerzas militares, ha provocado corrupción 
institucional y destinación excesiva de recursos públicos a la acción militar, 
de tal manera que ha dejado de lado la solución de otras problemáticas en 
el territorio. Por lo tanto, se debe reconocer y materializar la propuesta de 
desarrollo humano planteada por el PNUD en 1994, la cual permite conso-
lidar instituciones sólidas y estables en torno a un concepto de seguridad que 
atienda las causas básicas de las crisis que atraviesan las instituciones civiles 
y políticas en Colombia, como son, entre otras, la pobreza, la crisis alimen-
taria y el empoderamiento de las personas. En ese contexto, la seguridad no 
puede desligarse del desarrollo humano, pues es este último el que tiende a 
fortalecer la soberanía y a fomentar la paz y la estabilidad.

En tal sentido, el desarrollo que se pretende debe ser de carácter general, 
ya que, debido a las brechas entre grupos poblacionales, el crecimiento 
económico de los países ya no es un factor suficiente para alcanzar el bien-
estar de la sociedad. Es decir, el desarrollo integral, además del económico, 
depende de que se reduzcan factores de inseguridad como la pobreza, la 
marginación, la desigualdad, entre otros. 

Por esta razón, el desarrollo humano sostenible se ha direccionado a 
obtener una serie de metas que están asociadas a los Objetivos de Desarrollo 
del Mileno (ODM), que fueron creados en el año 2000 con las siguientes 
directrices: 1) erradicar la pobreza extrema; 2) lograr la educación primaria 
universal; 3) promover la equidad de género y la autonomía de la mujer; 
4) reducir la mortalidad en menores de 5 años; 5) mejorar la salud sexual y 
reproductiva; 6). combatir el VIH/SIDA, la malaria y el dengue; 7) garantizar 
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la sostenibilidad del medioambiente y 8) fomentar una sociedad mundial 
para el desarrollo.  

Posteriormente, los ODM fueron ampliados en el año 2016 con los 
denominados Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Planteados como 
un “llamado universal a la adopción de medidas para poner fin a la pobreza, 
proteger el planeta y garantizar que todas las personas gocen de paz y pros-
peridad” (Naciones Unidas Colombia, s.f.),, los ODS pretenden mitigar los 
efectos de la pobreza, el cambio climático y la desigualdad económica, así 
como generar estrategias de gobernabilidad democrática y para la conso-
lidación de la paz. En esta ocasión se agregaron los siguientes aspectos: 
salud y bienestar; agua limpia y saneamiento; energía asequible y no conta-
minante; trabajo decente y crecimiento económico; industria, innovación e 
infraestructura; ciudades y comunidades sostenibles; producción y consumo 
responsable; protección de ecosistemas terrestres y submarinos; desarrollo de 
instituciones sólidas, y alianzas para cumplir objetivos. 

Ahora bien, la forma de materializar estos objetivos depende fundamen-
talmente del desarrollo interno y externo que tengan los diferentes Estados a 
través de las estrategias que implementen. En este contexto surge el concepto 
de gobernanza, que se entiende como “una nueva forma de gobernar más 
cooperativa, en la que las instituciones públicas y las no públicas, actores 
públicos y privados, participan y cooperan en la formulación y aplicación 
de la política y las políticas públicas” (Maynitz, 1998, p.7). De tal forma, “en 
esta visión de la gobernanza se entremezclan diferentes actores, caracteri-
zados por una interdependencia mutua, donde la participación política de 
los mismos cobra un carácter relevante” (2014, p. 40).

Conclusiones
El concepto de seguridad se ha concebido desde diferentes perspectivas, 
tanto así que pueden describirse dos momentos en la historia: en primer 
lugar, la que comprende el período de las guerras mundiales y la Guerra Fría, 
en el cual la seguridad dependía en gran medida de la avanzada militar y la 
estrategia política. En segundo lugar, la noción que surge en la pos-Guerra 
Fría, que constituye un cambio de paradigma frente a las amenazas estatales, 
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considera que la seguridad es un concepto multidimensional, pues el origen 
de las problemáticas que afrontan los Estados no provienen solamente de 
otros Estados, sino que también dependen de otros factores. 

Posteriormente, en la Declaración sobre Seguridad de las Américas 
del año 2003 surgió el concepto de seguridad hemisférica y se consig-
naron las recomendaciones de la Declaración de Bridgetown: Enfoque 
Multidimensional de la Seguridad Hemisférica. En este documento se reco-
noció que las nuevas amenazas que afectan la seguridad “son problemas 
intersectoriales que requieren respuestas de aspectos múltiples por parte 
de distintas organizaciones nacionales, todas actuando de forma apropiada 
conforme a las normas y principios democráticos” (OEA, 2002, Literal K). 

Con base en este planteamiento se estableció que las nuevas amenazas 
se debían agrupar, entre otras, en las siguientes categorías (Benítez, 2003): 
amenazas duras, como el caso del terrorismo; amenazas contra la dignidad 
de las personas; amenazas contra el medioambiente; amenazas para la salud 
y amenazas que surgen con ocasión del transporte de sustancias toxicas, 
entre otras. 

Asimismo, la Declaración sobre Seguridad de las Américas ratificó que 
la consolidación de la paz y la justicia social se materializan a través de la 
buena gestión gubernamental, la cual implica el desarrollo efectivo de estra-
tegias en las que se involucren los diferentes actores sociales en el ámbito 
subregional y regional. En este sentido, las relaciones de amistad y coopera-
ción son indispensables, de manera que se reconoce la importancia del Pacto 
de Bogotá y el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR). 

Sin embargo, es necesario advertir que las políticas implementadas han 
dejado de lado las recomendaciones de la Declaración sobre Seguridad de 
las Américas, pues se han centrado más en la securitización de los problemas 
regionales y, por lo tanto, se ha reconocido a las Fuerzas Militares como un 
actor político, de la misma manera como sucedía en el período de las guerras 
mundiales y la Guerra Fría. Por este camino se ampliaron las responsabili-
dades de la fuerza pública a asuntos de carácter interno y externo, razón por 
la cual actualmente se puede ver su participación en acciones encaminadas 
a erradicar el narcotráfico o la protección contra ataques terroristas, e incluso 



Gina Yuleisi Guerrero Vallejo y Edmer Leandro López Peña262 |

se han vuelto fundamentales para desarrollar las políticas de defensa y segu-
ridad democrática. 

Como consecuencia y muy a pesar de lo contemplado por la OEA, se 
ha destinado un alto capital del tesoro público para satisfacer las necesidades 
que demanda la securitización, al tiempo que se han dejado de lado otros 
factores que amenazan al Estado y causan inseguridad en sus territorios. De 
tal suerte, aspectos como la pobreza, la falta de educación o los problemas 
sanitarios no se han podido resolver a cabalidad, lo cual ha generado brechas 
aún más profundas de desigualdad que afectan a los diferentes países de la 
región, rasgo que es común en muchos Estados del Cono Sur. Si bien en 
algunos países la intervención militar es aceptada, lo cierto es que en otros 
se ha deslegitimado el actuar de la fuerza pública, pues se ha constituido en 
un actor meramente represor, y se considera que su elevada participación 
sustituye a las instituciones civiles, gubernamentales o privadas que deberían 
hacerle frente a esta clase de problemáticas. 

Ante este escenario se debe retomar lo que el PNUD (1994) deno-
minó seguridad humana, un concepto que replantea el enfoque de la segu-
ridad hemisférica y la securitización a partir de priorizar las problemáticas 
sociales, políticas y ambientales para obtener la paz y la existencia digna. En 
tal sentido, se desarrolla un enfoque se seguridad basado en las necesidades 
humanas que no depende exclusivamente de las acciones militares, sino que 
invita a la participación del gobierno, la sociedad civil y los actores privados. 
Así pues, de lo que se trata es de dotar a los ciudadanos de herramientas que 
les permitan afrontar la precariedad sin caer en el asistencialismo excesivo ni 
en formas meramente preventivas. 

Desde esta perspectiva, las acciones encaminadas a erradicar las 
amenazas estatales deben hacerse en función de la seguridad alimentaria, la 
seguridad en salud, la seguridad económica, la seguridad personal, la segu-
ridad política y la seguridad ambiental. Asimismo, se deben fomentar las rela-
ciones de amistad y cooperación de los Estados para establecer espacios de 
acción mancomunada que contrarresten los efectos de las amenazas que se 
han transnacionalizado, como sucede con el terrorismo y el narcotráfico, los 
cuales tienen efectos sociopolíticos adversos para la sociedad en general.
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Por esta razón la seguridad humana, como eje articulador de las polí-
ticas de seguridad estatales, se convierte en un factor que legitima y fortalece 
la democracia regional y las instituciones civiles, contrario a lo que sucede 
con la elevada securitización que se implementa actualmente, pues las susti-
tuye en sus funciones y, por lo tanto, crea desconfianza en la comunidad 
hacia las instituciones democráticas. Entonces, como la seguridad no puede 
desligarse del desarrollo humano, se deben erradicar los focos de inseguridad 
permanentes, como son la pobreza, la marginación desigualdad, entre otros. 

En resumen, el enfoque de la seguridad hemisférica que se implementa 
en la actualidad debe orientarse hacia el desarrollo humano sostenible que 
plantea el PNUD (1994), es decir, asociado a la seguridad humana. No 
obstante, se importante advertir que esto depende en gran medida de una 
adecuada gobernanza, en la cual los diferentes actores sociales participen 
para resolver los problemas comunes que los afectan, dejando de lado viejos 
paradigmas que solo perpetúan el conflicto que atraviesan las democracias 
actuales. 

Referencias 
Alda Mejías, S., & Ferreira, S. (2015). La multidimensionalidad de la seguridad nacional: 

Retos y desafíos de la región para su implementación. Instituto Universitario Gutiérrez 
Mellado de la Universidad Nacional de Educación a Distancia; Universidad Militar 
Nueva.

Ariza, N. (2010). La aplicabilidad del concepto de seguridad humana en América Latina 
y el Caribe: El desarrollo humano como fuente de seguridad. Oasis, (15), 33–51. 
https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/oasis/article/view/3161 

Armerding, G. (2006). Una mirada a la Declaración sobre Seguridad en las Américas. 
Centro Argentino de Estudios Internacionales, Programa Defensa y Seguridad. http://
www.caei.com.ar/sites/default/files/14_3.pdf

Benítez-Manaut, R. (2004). Mexico and the new challenges of hemispheric security. 
Woodrow International Center for Scholars. https://www.wilsoncenter.org/sites/
default/files/media/documents/publication/Mexico%20and%20the%20New%20
Challenges%20of%20Hemispheric%20Security.pdf 

Bonilla, A. (2004). Temas transnacionales en las agendas de seguridad de la Región Andina. 
En O. Jarrín (Comp.), Memoria del proyecto Política Pública de Seguridad Ciudadana: 

https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/oasis/article/view/3161
http://www.caei.com.ar/sites/default/files/14_3.pdf
http://www.caei.com.ar/sites/default/files/14_3.pdf
https://www.wilsoncenter.org/sites/default/files/media/documents/publication/Mexico%20and%20the%20New%20Challenges%20of%20Hemispheric%20Security.pdf
https://www.wilsoncenter.org/sites/default/files/media/documents/publication/Mexico%20and%20the%20New%20Challenges%20of%20Hemispheric%20Security.pdf
https://www.wilsoncenter.org/sites/default/files/media/documents/publication/Mexico%20and%20the%20New%20Challenges%20of%20Hemispheric%20Security.pdf


Gina Yuleisi Guerrero Vallejo y Edmer Leandro López Peña264 |

Primera fase. FLACSO. https://repositorio.flacsoandes.edu.ec/items/0e96f846-6fcd-
47d7-9eff-1a9feddd615e 

Chillier, G., & Freeman, L. (2005). El nuevo concepto de seguridad hemisférica de la 
OEA: Una amenaza en potencia. https://www.wola.org/sites/default/files/down-
loadable/Regional%20Security/past/El%20nuevo%20concepto%20de%20segu-
ridad_lowres.pdf

Galindo Peña, M., & Ramírez León, J. L. (1994). Las medidas de fomento de la confianza: 
Aportes para el estudio de un nuevo concepto de seguridad hemisférica. Colombia 
Internacional, (26), 21–27. https://journals.openedition.org/colombiaint/25325 

Garzón Vergara, J. C. (2004). La seguridad y las Fuerzas Armadas en América Latina y 
el Caribe: El papel de las Fuerzas Armadas en América Latina, seguridad interna y 
democracia [Informe final del concurso: El papel de las fuerzas armadas en América 
Latina y el Caribe. Programa Regional de Becas CLACSO]. http://biblioteca.clacso.
edu.ar/clacso/becas/20101115102213/garzon.pdf 

Jaef, J. F. (2016). Del concepto de seguridad de la OEA a las políticas: Los casos de Brasil 
y Venezuela (2001 - 2013). Perspectivas Revista de Ciencias Sociales, 1(2), 112–131. 
https://doi.org/10.35305/prcs.v0i2.261 

Kerber Palma, A. (2009). Marco Jurídico en materia de seguridad en la agenda Hemisférica. 
Díkaion, (13), 13–26. https://dikaion.unisabana.edu.co/index.php/dikaion/article/
view/1296 

Leal Buitrago, F. . (2003). La Doctrina de Seguridad Nacional: Materialización de la Guerra 
Fría en América del Sur. Revista De Estudios Sociales, 1(15), 74-87. https://doi.
org/10.7440/res15.2003.05 

Lince Betancourt, F. L. (2014). Cooperación policial entre Colombia y Centroamérica y 
el Caribe: El crimen organizado y el accionar de Ameripol bajo el enfoque multi-
dimensional de la seguridad hemisférica. Memorias: Revista Digital de Historia y 
Arqueología desde el Caribe, (23), 1–24. http://www.scielo.org.co/scielo.php?scrip-
t=sci_arttext&pid=S1794-88862014000200011 

Manaut, R. B. (2003). Avances y límites de la seguridad hemisférica a inicios del siglo XXI. 
Revista CIDOB d’Afers Internacionals, (64), 49–70. https://www.cidob.org/publica-
ciones/avances-limites-seguridad-hemisferica-inicios-del-siglo-xxi 

Maynitz, R. (1998). New challenges to governance theory [Jean Monnet Chair Papers n.° 50]. 
European University Institute. https://cadmus.eui.eu/entities/publication/4bccc589-
be0b-5971-8a1d-1c73b943c92b 

McDonald, M. (2008). Constructivism. En P. D. Williams (Ed.), Security studies: An intro-
duction (pp. 59–72). Routledge. 

Muñoz Tejada, J. A. (2018). Usos políticos del concepto de seguridad humana: securiti-
zación de la violación de derechos humanos y del subdesarrollo en el escenario 
internacional. Territorios, (39), 21-46. https://doi.org/10.12804/revistas.urosario.edu.
co/territorios/a.6232

https://repositorio.flacsoandes.edu.ec/items/0e96f846-6fcd-47d7-9eff-1a9feddd615e
https://repositorio.flacsoandes.edu.ec/items/0e96f846-6fcd-47d7-9eff-1a9feddd615e
https://www.wola.org/sites/default/files/downloadable/Regional%20Security/past/El%20nuevo%20concepto%20de%20seguridad_lowres.pdf
https://www.wola.org/sites/default/files/downloadable/Regional%20Security/past/El%20nuevo%20concepto%20de%20seguridad_lowres.pdf
https://www.wola.org/sites/default/files/downloadable/Regional%20Security/past/El%20nuevo%20concepto%20de%20seguridad_lowres.pdf
https://journals.openedition.org/colombiaint/25325
http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/becas/20101115102213/garzon.pdf
http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/becas/20101115102213/garzon.pdf
https://doi.org/10.35305/prcs.v0i2.261
https://dikaion.unisabana.edu.co/index.php/dikaion/article/view/1296
https://dikaion.unisabana.edu.co/index.php/dikaion/article/view/1296
https://doi.org/10.7440/res15.2003.05
https://doi.org/10.7440/res15.2003.05
http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1794-88862014000200011
http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1794-88862014000200011
https://www.cidob.org/publicaciones/avances-limites-seguridad-hemisferica-inicios-del-siglo-xxi
https://www.cidob.org/publicaciones/avances-limites-seguridad-hemisferica-inicios-del-siglo-xxi
https://cadmus.eui.eu/entities/publication/4bccc589-be0b-5971-8a1d-1c73b943c92b
https://cadmus.eui.eu/entities/publication/4bccc589-be0b-5971-8a1d-1c73b943c92b
https://doi.org/10.12804/revistas.urosario.edu.co/territorios/a.6232
https://doi.org/10.12804/revistas.urosario.edu.co/territorios/a.6232
https://doi.org/10.12804/revistas.urosario.edu.co/territorios/a.6232


| 265Capítulo 13. Democracia regional y fortalecimiento de las instituciones civiles:                                     
la seguridad hemisférica y la seguridad humana en Colombia

Naciones Unidas Colombia (s.f) Acerca de nuestro trabajo para los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible en Colombia. https://colombia.un.org/es/sdgs

Ogata, S; Sen, A. (Eds.). (2003). Human security now. Report of the Human Security 
Commission. Oxford University Press.

Organización de los Estados Americanos [OEA]. (2003). Declaración sobre seguridad en las 
Américas. https://www.oas.org/36ag/espanol/doc_referencia/DeclaracionMexico_
Seguridad.pdf

Organización de los Estados Americanos [OEA]. (2002). Declaración de Bridgetown: 
Enfoque multidimensional de la seguridad hemisférica. http://www.oas.org/xxxiiga/
espanol/documentos/docs_esp/agcgdoc15_02.htm 

Pérez Gil, L. V. (2000). El dilema de la seguridad nacional en la teoría de las relaciones 
internacionales. En Anales de la Facultad de Derecho (17), 207-240. https://riull.ull.
es/xmlui/bitstream/handle/915/18329/AFD_17_%282000%29_08.pdf?sequence=1 

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD]. (1994). Informe sobre 
Desarrollo Humano 1994. PNUD. https://hdr.undp.org/system/files/documents/
hdr1994escompletonostats.pdf

Rodríguez, C. M., & Guerrero Sierra, H. F. (2014). Gobernanza multinivel en la Unión 
Europea. Principia Iuris, 11(11), 55-72. https://revistas.santototunja.edu.co/index.
php/piuris/article/view/482/523

Rosenthal, G. (1995). Las Naciones Unidas y la CEPAL en el cincuentenario de la organiza-
ción. Revista de la CEPAL, (57), 7–16. https://scispace.com/pdf/las-naciones-unidas-
y-la-cepal-en-el-cincuentenario-de-la-249o9n5shb.pdf 

Rojas Aravena, F (2012) Seguridad Humana: Nuevos Enfoques. Flacso, San José
Sfrégola, C. (2008). Las nuevas amenazas a la seguridad internacional en la posguerra fría: 

El caso de las migraciones internacionales [Tesis de maestría, Instituto de Relaciones 
Internacionales]. Repositorio institucional. http://sedici.unlp.edu.ar/bitstream/
handle/10915/1765/Documento_completo__.pdf?sequence=1 

Tapia Valdés, J. (1980). La doctrina de la seguridad nacional en el Cono Sur: El terrorismo 
de Estado. Editorial Nueva Imagen.

Tilly, C. (2004). Terror, terrorism, terrorists. Sociological Theory, 22(1), 5–13. https://www.
jstor.org/stable/3648955 

Treviño Rangel, J. (2016). ¿De qué hablamos cuando hablamos de la “securitiza-
ción” de la migración internacional en México?: Una crítica. Foro Internacional, 
56(2), 253–291. https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pi-
d=S0185-013X2016000200253 

United States Department of State. (1950). Foreing Relations of the United States (vol. 1). 
https://history.state.gov/historicaldocuments/frus1950v01 

Verdes Montenegro Escánez, F. J. (2015). Securitización: Agendas de investigación abiertas 
para el estudio de la seguridad. Relaciones Internacionales, (29), 111–131. https://
doi.org/10.15366/relacionesinternacionales2015.29.006 

https://colombia.un.org/es/sdgs
https://www.oas.org/36ag/espanol/doc_referencia/DeclaracionMexico_Seguridad.pdf
https://www.oas.org/36ag/espanol/doc_referencia/DeclaracionMexico_Seguridad.pdf
http://www.oas.org/xxxiiga/espanol/documentos/docs_esp/agcgdoc15_02.htm
http://www.oas.org/xxxiiga/espanol/documentos/docs_esp/agcgdoc15_02.htm
https://riull.ull.es/xmlui/bitstream/handle/915/18329/AFD_17_%282000%29_08.pdf?sequence=1
https://riull.ull.es/xmlui/bitstream/handle/915/18329/AFD_17_%282000%29_08.pdf?sequence=1
https://hdr.undp.org/system/files/documents/hdr1994escompletonostats.pdf
https://hdr.undp.org/system/files/documents/hdr1994escompletonostats.pdf
https://revistas.santototunja.edu.co/index.php/piuris/article/view/482/523
https://revistas.santototunja.edu.co/index.php/piuris/article/view/482/523
https://scispace.com/pdf/las-naciones-unidas-y-la-cepal-en-el-cincuentenario-de-la-249o9n5shb.pdf
https://scispace.com/pdf/las-naciones-unidas-y-la-cepal-en-el-cincuentenario-de-la-249o9n5shb.pdf
http://sedici.unlp.edu.ar/bitstream/handle/10915/1765/Documento_completo__.pdf?sequence=1
http://sedici.unlp.edu.ar/bitstream/handle/10915/1765/Documento_completo__.pdf?sequence=1
https://www.jstor.org/stable/3648955
https://www.jstor.org/stable/3648955
https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0185-013X2016000200253
https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0185-013X2016000200253
https://history.state.gov/historicaldocuments/frus1950v01
https://doi.org/10.15366/relacionesinternacionales2015.29.006
https://doi.org/10.15366/relacionesinternacionales2015.29.006


Oscar Leonardo Reyes Pulido266 |

Yepes, D. E. (2013). Los complejos de seguridad regional en América Latina: Colombia y la 
securitización de la ayuda oficial para el desarrollo. Analecta Política, 4(5), 371–387. 
https://revistas.upb.edu.co/index.php/analecta/article/view/2947 

Zavaleta, S. (2014). Alcances y límites de la seguridad humana como marco de acción 
del Estado para proveer seguridad. Seguridad humana : una apuesta imprescindible 
(pp. 169-188). CDHDF. https://cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2015/06/seguri-
dad-humana.pdf 

https://revistas.upb.edu.co/index.php/analecta/article/view/2947
https://cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2015/06/seguridad-humana.pdf
https://cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2015/06/seguridad-humana.pdf

